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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

1. Antecedentes

la siguiente

SalaSegunda.:Sentencia 279/1993;i de 27
de septiembre.· de .·1993..Recl.Jrso'de·· ampa­
ro 691/1990. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo de Justicia de
Madrid que, revocando una anterior del Juz­
gado de lo Social núm. 24 de Madrid, declara
improcedente el despido del actor en lá pri­
mera instancia. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: incon­
gruencia omisiva.

25884·

2. La demanda se fundamenta en los siguientes
antecedentes:

En el recurso de amparo núm. 691/90, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Juan Corujo
López Villamil. hoy por fallecimiento de éste, por el Pro­
curador don Luis Suárez Migoyo. en nombre y repre­
sentación de la Compañia mercantil ({Revenga Ingenie­
ros. S. A». asistido del Letrado don Alberto Muriel Medra­
na. contra la Sentencia dela Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid de 9 de enero de 1990.
Ha comparecido el. Ministerio Fiscal y don Angel Ruiz
Alonso. representado por la Procuradora de los Tribu­
nales doña Isabel Cañedo Vega y asistido de Letrado.
Ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González
Campos. quien expresa el parecer de la Sala.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

1. El 16 de marzo de 1990 tuvo entrada en el Regis­
tro de este Tribunal un escrito de don Juan Corujo López
Villamil. Procurador de los Tribunales. quien en nombre
y representación de «Revenga Ingenieros. Sociedad Anó­
nima». interpone recurso de amparo contra la Sentencia
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid de 9 de enero de 1990. por vulnerar el dere­
cho a la tutela judicial efectiva proclamado en el
arto 24.1 C.E.

a) El Juzgado de lo Social núm. 24 de Madrid dictó
Sentencia el 19 de junio de 1989 en la que se declaraba
procedente el despido de don Angel Ruiz Alonso rea­
lizado por «Revenga Ingenieros. Sociedad Anónima».

b) Con fecha 28 de junio de 1989. don Angel Ruiz
Alonso anunció recursd de suplicación contra la citada
Sentencia que se tuvo por anunciado en tiempo y forma
por providencia de 1 de julio de 1989. El 29 de junio
de 1989. don Angel Ruiz Alonso había firmado con «Re­
venga Ingenieros, S. A». un recibo de cese y liquidación
total de cuentas en el que declaraba no tener nada que
reclamar a la citada Empresa por ningún concepto así
como la conclusión del contrato de trabajo.

c) «Revenga Ingenieros. S. A». interpuso, en fecha
13 de julio de 1989. recurso de reposición contra la
providencia de 1 de julio de 1989, alegando sustan­
cialmente lá falta de acción. ya que el demandante había

nes: tales Decretos se refieren a los medios.materiales
y humanos necesários para ejercer las competencias
constitucional y estatutariamente atribuidas a ··Ias
Comunidades Autónomas. pero esta finalidad instru­
mentaL aunque parta de una provisional lectura de las
reglas de distribución de competencias. a la que cabe
conceder algún alcance exegético. no puede sobrepo­
nerse al resultado que provenga de la interpretación
de las cláusulas constitucionales y estatutarias y de
las Leyes llamadas por éstas para delimitar competen­
cias e integrar el bloque de la constitucionalidad en
cada materia (SSTC 25/1983. fundamento jurídico 3;
76/1983. fundamento jurídico 28; 87/1983. funda­
mento jurídico 7; 88/1983. fundamento jurídico 3;
87/1985. fundamento jurídico 3; 11/1986. fundamen­
to jurídico 3; 209/1989. fundamento jurídico 3;
147/1991. fundamento jurídico 4. etc.); a mayor abun­
damiento. es una exégesis extremadamente forzada
de la norma contenida en el Decreto de traspasos la
que lleva a defender que la competencia de la Gene­
ralidad deriva de la transferencia de las funciones en
materia de «antenas colectivas y televisión en circuito
cerrado» (Anexo 8.3). puesto que dichas antenas colec­
tivas tienen por finalidad simplemente distribuir laseñal
de televisión entre unos receptores y no realizar y/o
transmitir imágenes y sonidos simultáneamente.

Por último. la Ley de Ordenación de las Telecomu­
nicaciones. en sus arts. 31.1 y siguientes atribuye al
Ministerio de Transpol)es. Turismo y Comunicaciones
tanto la aplicación del regimen sancionador como la ins­
pección de los servicios. aparatos. y sistemas de tele­
comunicaciones; con las excepciones allí mismo previs­
tas (art. 26.4) y con las matizaciones interpretativas para
salvaguardar las competencias autonómicas que hicimos
en laSTC 168/1993. fundamento jurídico 8. a la que
debemos remitirnos.

5. Como conclusión. pertenece al Estado la titula­
ridad de las facultades de i~spección. interrupción de
emisiones. precintado y depóSito de los equipos. y deter­
mimíción de las responsabilidades administrativas que
correspondan alas personas físicas o jurídicas que rea­
licen emisiones de televisión sin ostentar la correspon­
diente concesión otorgada por el Estado; facultades inde­
bidamente ejercidas por la Generalidad de Cataluña en
el Decreto objeto de conflicto. que viene. por tanto. vicia­
do de incompetencia y debemos declarar nulo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucionaL POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Declarar que corresponde al Estado la titularidad de .
las competencias controvertidas y ejercidas a través del
Decreto de la Generalidad de· Cataluña 270/1985.
de 19 de septiembre. de actividades relativas a latele­
visión. y. en consecuencia. declarar su nulidad.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de septiembre de mil
novecientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo~Ferrer. Luis López Guerra. Fernando García-Mon
y González-RegueraJ. Carlos de la Vega Benayas. Eugenio
Díaz Eim¡t Alvaro Rodríguez Bereijo. Vicente Gimeno
Sendra. José Gabaldón López. Rafae! de Mendizábal
Allende. Julio Diego González Campos. Pedro Cruz Villa­
Ión y Caries Viver y Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.
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dado pOI" concluído·sucontrato con la Empresa y por
liquidadas todas las cuentas con la misma. La reposición
fue resuelta por Auto de 18 de septiembre de 1989
en el que el Juzgado la desestimó. mandando continuar
la tramitación del recurso de suplicación.

d) Con fecha 20 de octubre de 1989. «Revenga
Ingenieros. S. A.l). anunció recurso de suplicación contra
el Auto últimamente citado y presentó escrito de impug­
nación del recurso interpuesto por la contraparte, En
este último. aparte de las consideraciones relativas al
fondo del asunto. se reiteraban las alegaciones ante­
riormente expuestas acerca de la inadmisibilidad del
recurso. Por providencia de la misma fecha. el Juzgado
declaró no haber lugar al recurso de suplicación contra
el Auto de 18 de septiembre de 1989 teniendo por
interpuesta la impugnación del recurso de suplicación
presentado contra la Sentencia.

e) Tramitado el recufso de suplicación. la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
dictó Sentencia de fecha 9 de enero de 1990 en la
que se revocaba la recurrida. se declaraba la improce­
dencia del despido de don Angel Ruiz Alonso y se con~

denaba á «Revenga Ingenieros. S. A.». a readmitirle o
indemnizarle en los términos allí establecidos con abono
de los salarios dejados de percibir.

3. La representación de la Entidad recurrente alega
que la resolución judicial impugnada ha lesionado el
arto 24.1 C.E.• alconsiderar que la Senténcia impugnada
incurre en incongruencia por no haber contestado. antes
de examinar los motivos del recurso de s'uplicación del
trabajador. la objeción de carácter procesal opuesta por
ella en la impugnación del recurso. basada en la impro­
cedencia de la acción ejercitada al haber firmado el tra­
bajador un recibo de cese y liquidación total de cuentas.
en el que declaró no tener «nada que reclamar a la citada
Empresa por ningún concepto» e «igualmente concluido
el contrato de trabajo». :

La demanda concluye sj.Jplicando se dicte Sentencia
, que declare la nulidad de ;Ia emitida por la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de
9 de enero de 1990. para que dicte nueva Sentencia
que entre a conocer sobre la cuestión previa planteada
de la admisibilidad del recurso.

4. Por providencia de 17 de mayo de 1990 la Sala
Segunda. Sección Tercera. de este Tribunal. de acuerdo
con el arto 50.3 de su Ley Orgánica. acordó conceder
a la solicitante de .amparo y al Ministerio Fiscal un plazo
común de diez días para que alegasen sobre la con­
currencia de la causa de inadmisión consistente en care­
cer la demanda manifiestamente de contenido cons­
titucional.

La representación de la Entidad recurrente presentó
escrito de alegaciones en el que reiteró los antecedentes
de hecho y fundamentos jurídicos de la demanda.

El MÍi1isterio Fiscal iormuló escrito de alegaciones
interesando la admisión de la demanda al considerar
que la resolución judicial impugnada incurre en una alte­
ración del debate procesal determinante de incongruen­
cia y. por tanto. en lesión del arto 24.1 CE al dejar
incontestada la excepción de falta de acción planteada
en el escrito de impugnación del recurso de suplicación.

, 5. Por providencia de 2 de julio de 1990. la referida
Sécción acordó admitir a trámite lademanda interpuesta.
requerir el envío de las actuaciones y solicitar el empla­
zamiento de los que fueron parte en el proceso pre­
cedente. en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 LOTC.

6. Recibidas las actuaciones judiciales. por provi­
dencia de 20 de septiembre de 1990 se acordó acusar
recibo. tener por comparecido y parte a don Angel Ruiz

,Alonso representado po~ la Procuradora delosTribunales
doña Isabel Cañedo Vega Y. de con.formidad con lo pre­
ceptuado en el arto 52.1 LOTC. otorgar un plazo común
de veinte días a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal para que presentaran las oportunas alegaciones.

7, La representación actora. mediante escrito pre­
sentado el 17 de octubre de 1990. reitera su solicitud
de amparo dando por reproducidas las alegaciones
efectuadas,

8. Don Angel Ruiz Alonso presentó escrito de ale­
gaciones solicitando la desestimación de la demanda
de amparo al considerar que el Tribunal Superior de
Justicia de Madrid no podía pronunciarse sobre una cues­
tión suscitada por primera vez en el recurso de supli­
cación consistente en la validez del finiquito y. cuya ade­
cuación a la legalidad ordinaria está pendiente de reso­
lución ante el Tribunal Supremo al haber interpuesto.
la recurrente en amparo. recurso de casación en el inci­
dente de ejecución de Sentencia.

9. El Ministerio Fiscal. en su dictamen. después de
considerar aplicable al supuesto controvertido la doctrina
constitucional emanada de las SSTC 116/1986
y 169/1988. afirma que la cuestión relativa a la falta
de acción, que había sido objeto del debate procesal
en primera instancia -por medio del recurso de repo­
sición- y alegada y argumentada en el escrito de impug­
nación y, cuya conexión con el objeto principal del pleito
considera obvia en cuanto que. si prospera. impide un
pronunciamiento en cuanto al fondo del asunto y si
decae. abre la puerta a la calificación del despido. debió
ser contestada en la Sentencia impugnada y al no hacerlo
así la., Sentencia no satisface las exigencias derivadas
del arto 24.1 C.E. en cuanto a congruencia y motivación.

10. Tras los trámites procesales pertinentes la Sala
Segunda de este Tribunal. mediante Auto de 17 de sep­
tiembre de 1,990. acordó la denegación de la suspensión
de la Sentencia hoy impugnada. siempre que por don
Angel Ruiz Alonso se preste caución suficiente para ase­
gurar la eventual devolución a la Entidad solicitante de
amparo de la cantidad que ésta. en su caso. le abone.

11. Por providencia de 25 de enero de 1993 la
Sala Segunda de este Tribunal acordó. habiendo fallecido
el Procurador don Juan Corujo López Villamil. conceder
a la recurrente un plazo de cinco días para que com­
pareciese con nuevo Procurador; lo que llevó a efecto
por medio de escrito presentado ante este Tribunal con
fecha 2 de febrero siguiente y por providencia de 8 del
mismo mes y año la Sala Segunda tuvo por personado
y parte al Procurador de los Tribunales don Luis Suárez
Migoyo. en sustitución de su compañero señor Corujo
López Villamil yen nombre y representación de «Revenga
Ingenieros. S. A.l).acordándose entender con él las suce­
sivas actuaciones.

12. Mediante providencia de1 Ode febrero de 1993
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen­
tencia el día 15 del mismo mes y año. quedando con­
cluida en erdía de la fecha.

11. Fundamentos jurídicos

1. La única cuestión que se plantea en el presente
recurso de amparo consiste en determinar si. como alega
la sociedad recurrente y admite el Ministerio Fiscal. la
Sentencia aquí impugnada. dictada en suplicación por
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid. ha incurrido en incongruencia omisiva cau-
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dicha Sentencia la causa de ¡nadmisibilidad planteada
en su escrito de impugnación del recurso de suplicación
y basada en el hecho de haber firmado el trabajador
recurrente. una vez dictada la Sentencia por el Juzgado
de lo Social. un recibo de cese y liquidación total de
cuentas en el que declaró «concluido el contrato de tra­
bajo». no teniendo «nada que reclamar ala citada Empre­
sa por ningún concepto».

2. Reiteradamente ha declarado este Tribunal que
dar respuesta motivada yfundada en Derecho a las cues­
tiones planteadas por las partes en el proceso es una
de las exigencias del derecho reconocido en el art. 24.1
C.E. y. consiguientemente. no resolver las pretensiones
por ellas deducidas entraña una incongruencia por omi­
sión.contraria a la tutela judicial efectiva que a todos
garantiza dicho precepto constitucional. Y se ha afirma­
do. además. que la exigencia de esa respuesta resulta
más inexcusable en aquellos casos en que «la cuestión ,
invocadapóruna de las partes es nadamenos~que la
inadmisibilidad del recurso. tema central de orden públi­
co pr()cesal sobre el que descansa la existencia misma
del procedimiento y la solución material que en éste
'puede darse al litigio)) (SSTC 116/1986 y 245/1993).

No obstante. también se ha declarado por este Tri­
bunal que la falta de respuesta o, más precisamente
en este caso. la falta de respuesta explícita a una excep­
ción procesal de inadmisión de, un recurso tiene. sin
duda. relieve constitucional cuando prodúce indefensión
en la situación concreta a la que se circunscribe la reso­
lución judicial o cuando conlleva la privación del derecho
a obtener la tutela judicial efectiva de los Tribunales en
el ejercicio de derechos e intereses legítimos
(STC 116/1986. fundamento jurídico 1.0

) Esto puede
suceder. por ejemplo. cuando,la actuación judicial impide
el acceso a la jurisdicción o la los recursos. cuando no
se obtiene una resolución de fondo relativa a las pre­
tensiones formuladas o cuando no se ejecuta lo juzgado.
(STC' 245/1993. fundamento jurídico 3.0

) Y de este
modo. habrá de estarse al «carácter de la oposición
hecha en su día)) por la parte que ha alegado la inad­
misión' del recurso para determinar si es «exigible una
expre.sa respuesta del juzgador. a falta de la cual habrá
de considerarse afectado el derecho a la tutela-judicial
efectiva» (STC 27/1988).

3. En el presente supuesto. el recurrente concreta
la eventual vulneración del arto 24.1 C.E., por incongruen­
cia omisiva. en la causa de inadmisión del recurso de
suplicación por él alegada ante el Tribunal Superior de
Justicia de Madrid. ala que no se dio expresa respuesta
en la Sentencia de9 de enero de 1990. Ahora bien.
examinada esta oposición al recurso ha dé tenerse en
cuenta lo siguiente:

A) La alegación del hoy recurrente oponiéndose a
la admisión del recurso de suplicación. interpuesto'por
el trabajador demandante en el proceso a qua. no cues­
tionaba la misma existencia del recurso ni se fundaba
en la caducidad de la acción o en la ausencia de los
presupuestos legales para su admisibilidad. Por consi­
guiente. conforme a la doctrina de este Tribunal (entre
otras.SSTC 59/1983. 68/1988. 94/1988 Y
175/1990). cabe estimar que el silencio judicial ante
una oposición al recurso de este carácter carece de relie­
ve constitucional. Este sólo surge, como se ha dicho.
cuando da lugar a indefensión en la situación concreta
a la que se circunscribe la resolución judicial o cuando
conlleva la privación del derecho a obtener la tutela judi-

.cial efectiva de los Tribunales en el ejercicio de derechos
e intereses legftilllos (SSTC 116/1986. fundamento jurí­
dico 1.°) y STC 245/1993. fundamento jurídico 3.°) Lo
que no cabe apreciar en el presente caso. pues admitido
el recurso de suplicación pese a la oposición formulada
por la Sociedad recurrente. ésta ha podido utilizar cuan­
tos medios ha estimado convenientes para la defensa
de sus pretensiones sustantivas y obtenido. finalmente,
una resolución fundada en Derecho aunque no favorable
'a esas pretensiones.

B) De otra parte. si se considera más detenidamente
el fundamento de inadmisión del recurso de suplicación
alegado por la Sociedad hoy recurrente puede obser­
varse que dicha alegación estaba basada en fa aparición
de un determinado hecho. ajeno al litigio y posterior
en el tiempo a la interposición del recurso de suplicación:
la existencia de un documento. suscrito por el trabajador.
en el que éste declaraba no tener nada que reclamar
a la Empresa y haberse resuelto la relación laboral.

Al respecto. cabe estimar que la eventual validez de
dicho documento. así como su eficacia a los fines de
la terminación de la relación laboral constituyen cues­
tiones de carácter sustantivo Y. por tanto. vinculadas
al fondo del litigio. De manera que. al haber fallado la
Sentencia aquí impugnada sobre las pretensiones de las
partes y. revocando la dictada en instancia. declarado
que el despido era improcedente, no cabe considerar,
en puridad. que estemos ante un supuesto de incon­
gruencia omisiva. sino ante una denegación razonada
y no arbitraria de la pretensión de la hoy recurrente en
amparo; denegación que carece de una motivación explí­
cita en la Sentencia sobre lo fundado o infundado de
dicha causa de oposición. aunque esta motivación se
desprenda claramente del fallo. Por lo que, en definitiva,
la Sentencia aquí impugnada ha dado satisfacción al
derecho de la recurrente a la tutela judicial efectiva sin
indefensión. reconocido en el arto 24.1 C.E.

. .
4. Todo lo anterior nos lleva a concluir que. en el

presente caso. la ausencia de respuesta expresa por par­
te de la Sentencia aquí impugnada a la cuestión plan­
teada en la impugnación del recurso de suplicación no
ha vulnerado el derecho de la Sociedad recurrente a
la tutela judicial efectiva reconocido por el ait. 24.1 e.E.
y en consecuencia. no procede otorgar el amparo soli­
citado por la recurrente contra ,la Sentencia dictada el
9 de enero de 1990 por la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid. • .

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso interpuesto por «Revenga Inge­
nieros. S. A))

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a veintisiete de septiembre de mil
novecientos noventa ytres.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil. Alvaro Rodríguez Bereijo. José Gabaldón
López. Julio Diego González Campos. Caries Viver Pi-Sun­
yer;-Firmat!los y rubricados.


